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FALLAMOS

Que resolviendo, como resolv¡;mos, el presente conflicto, debemos
declarar y declaramos que la jurisdicción para seguir conociendo del
procedimiento de apremio contra la Empresa ~<Vícegrés, Sociedad
Anónima>~ corresponde en exclusivo a la Tesorería Territorial de la
Seguridad Social de Castellón de la Plana; debiendo abstenerse el
Juzgado de lo Social número 2 de dicha capital de continuar conociendo
del procedimiento de ejecución que tramita contra la citada Empresa.

Así por esta nuestra sentencia, Que se notificará a los Organos
contendientes, y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» 10
pronunciamos, mandamos y firmamos;-Siguen las finnas. Rubricado.

Publícación.-Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el
excelentísimo señor don Pedro Esteban Alamo, Ponente q~l¡~ ha sido pn

laboral sobre la de la Seguridad Social con base en el artículo 32 del
Estatuto de Jos Trabajadores; de tal manera que, aun en el caso de ser
anterior el embargo practicado sobre los bienes de la Empresa «Vicegrés,
Sociedad Anónima», a instancia de la Tesorería Territorial de la
Seguridad Social respecto del efectuado por el Juzgado, este criterio
temporal no debe operar de forma tan absoluta que ignore de plano el
carácter absolutamente preferencial de los salarios. De ahi que debe ser
el Juzgado el que siga conociendo con carácter exclusivo del procedi­
miento de apremio. Por el contrario, el Gobierno Civil de Castellón en
defensa de la competencia de la Tesorería, arguye que en supuestd de
concurrencia de embargos judicial y administrativo sobre unos mismos
bienes eon procedimiento paralelos, la doctrina jurisprudencial ha venido
mantemendo desde hace muchos años que la preferencia corresponde al
Organo que tramita el procedimiento en que antes se haya producido el
embargo de los bienes.

Segundo.-Con ello las partes promoventes del conflicto han delimi­
tado correctamente la naturaleza y limites del mismo. No obstante ello,
el Abogado del Estado, al evacuar el trámite del articulo 14.1, de la Ley
de Conflic'tos de Jurisdicción, antes de entrar en el fondo del asunto,
formula ·unas alegaciones preliminares consistentes en que el requeri­
miento hecho por el Juzgado de lo Social es de tipo general contra los
bienes de la Empresa <<Vicegrés, Sociedad Anónima», mientras que el
artículo 9 de la Le/í de Conflictos habla de «asunto» en particular; y por
otra parte, el con icto planteado no versa sobre la competencia de la
Tesorería sino sobre el destino del producto de la subasta. Todo ello
daría lugar a una declaración de improcedencia de las presentes
actua,:iones. Ninguna de estas alegaciones puede prosperar. No sólo del
expedIente 30/1989 al que se han acumulado los demás trámitados por
el Juzgado de lo Social, sino del propio texto del auto de 23 de abril de
1990 di~tado en aquellos autos., se desprende con claridad que se hace
referenCIa. a los bienes de la Empresa «Vicegrés, Sociedad Anónima»,

. que han Sido embargados por el Juzgado y por la Tesorería en procedi­
mie~to de al?~mio paralelos para con su ejecución hacer pago en lo
poSible a Créditos de los trabajadores y de Tesorería de los Que es
deudora la citada Empresa. En cuanto a que lo que realmente se
pretende es el producto de la subasta en el requerimiento del Juzgado de
lo Social. no es una interpretación correcta del mismo. Lo Que pretende
el Juz~do es seguir conociendo en exclusiva en la vía ejecutiva; y la
alegaCión det mejor derecho de los trabajadores de la Empresa es el
argumento-finaJidad esgrimido para ello.

Tercero.-Por 10 tanto, ya dentro del asunto o terna de fondo, lo que
se somete a la decisión de este Tribunal se concreta en dilucidar a quien
compete, manteniendo su jurisdicción, proseguir hasta su final el
procedimiento de apremio entablado contra la Empresa «Vicegrés,
Sociedad Anónima»; sin. perjuicio de que en el mismo pueda suscitarse
la cuestión relativa a la preferencia de los créditos. La cuestión no es en
modo alguno novedosa. Y así lo han expresado en sus respectivas
alegaciones, tanto el Ministerio Fiscal como el Abogado del Estado.
y tanto ~n aplicación de la antigua Ley de 17 de julio de 1948, como
de la recIente de 18 de mayo de 1987, una doctrina jurisprudencial
consolidada (sentencias de 9 de julio y 10 de noviembre de 1986 y 13
de julio de 1988) ha venido estableciendo que corresponde la competen­
cia para continuar el procedimiento de apremio en caso de concurrencia
de embargos judiciales y administrativos a la Autoridad que primera­
mente trabó embargo sobre los bienes en litigio. Es.tá consagrada sin
duda el principio temporal de preferencia por razón de la fecha de la
traba. Como en el caso que nos ocupa, la Tesorería Territorial de la
Seguridad Social trabó el embargo en fecha 11 de abril de 1989, mientras
que el embargo judicial se practicó un día después. el -12 -de abril, la
jurisdicción controvf'rtida debe serIe reconocida a la Tesorería;
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SENTENCIA de 14 de diciembre de 1990, recaMa en el
conflicto de jurisdi~ción_numero 2/1990, planteado entre el
Juzgado de lo SOCIal numero 2 de Castellón y el Gobierno
Civil de dicha provincia.

Don Santiago 011iz Navacerrada, Vicesecretario de Gobierno del
Tribunal Supremo. o

.Certi~co: Que ,en el c,?nflicto dejl.!risdicción numero 2/1990, del que
mas abajO se hara menCión, se ha dictado la siguiente sentencia:

.Excelentísimo señor don Pascual Sala Sánchez, Presidente del
Tnbunal Supremo.

Vocales: ~xcelentísimos señores don Angel Rodríguez García, Magis­
trado del Tnbunal Supremo; don Pedro Esteban Alamo Magistrado del
Tribunal Supremo; don Jerónimo Arozamena Sierra C~nsejero Penna­
nente del Estado; don M¡guel Vi~caín9 Márquez, Co~sejero Permanente
del Estado; don Landeltno Lavtlla Alsina, Consejero Permanente del
Estado.

1553

En Madrid a 14· de diciembre de 1990.

- _Visto por el T.ribl:lnal de Conflictos de Jurisdicción, integrado por los
se.nores que se mdIcan, el planteado entre el Juzgado de lo Social
numero 2 de Castellón y el Gobierno Civil de dicha provincia con
arreglo a los siguientes '

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.-E! Juzgado de lo Social número 2 de CastelJón ha trami­
tado los expedIentes de ejecución números 30/1989 31/1989 401J989
56/1989, 63/1989, 67/1989, 81/1989. 86/1989, 103/1989, '124/1989:
145/1989, 146/1989, 4011990 Y51/1990, promovidos por trabajadores
de la; Empre~ «VI~~gres, SOCiedad ,Anónima», con la finalidad de que,
mediante la eJecucI0':l de lo convemdo en diversos actos de conciliación
celebr~dos COn la Citada Empresa con el resultado de «avenencia»
obtUViesen el pago de los salarios Que les eran debidos. '

Segundo.-En el expediente 30/1989 y con alcance y' validez para
todos los demás, se dictó auto ~n fecha 14 de marzo de 1989, en el que
se <?rdenaba oel. embargo de. bIenes de la parte ejecutada, «Vicegrés,
Soc.Icd~d AnommID), por un Importe de 6.064.252 pesetas, a cuyo efecto
se h~r~ exh.orto al Juzgado de p~~ de Onda (Castellón), que llevó a cabo
tal dlhgencIa con. resultado POSItlvo en 12 de abril de 1989.

Tercero,-Habiendo puesto en conoc.imiento del Juzgado los trabaja­
dores actuantes que en el «Boletín OfiCial de la Provincia de Castellón»
de 3 de marzo de 1990 aparecía un anuncio de subasta de bienes
embarg~dos a. la. Empresa «Yicegrés, Sociedad Anónima», por la
~esorena Temt.onal de la Segundad Social, el Juzgado dictó providen­
cm en 27 del mlsJ!lo mes acordando en ella dirigir oficio a la Tesorería
para qu.e suspendiese ~a suba~, r, 3:1 ~r?pio tiempo, ante la posibilidad
d~ suscltarse un conflIcto de J!-msdlccIon, se dio traslado al Ministerio
fiscal, a efe~t?sd~ lo establecld<? ~n el. artÍCulo 9.1 de la Ley Orgánica
2/1987. ReCIbido mforme del MIOlsteno Fiscal el Juzgado en auto de
23 d~ abril ~iguiente, requirió de inhibición' a la Tes~rería de la
Segund:a;d Social. Por su parte, el Go.bernador civil de la provincia, en
resoluclOn de 19 de mayo, fonnulo requerimiento de inhibición al
Juzgad~ ~n defensa de la esfera competencial de la Tesorería en el
procedlmlen~o d~ apre~io y subs.iguiente subasta de bienes de la
Empresa «Vlcegre~, SOCiedad Anónlma)~< Habiendo mantenido ambas
parte~ sus r~s~ct~v,,:so postura~.argumentales, tuvieron por suscitado
conflicto de JunsdIcclOn y remltleron las actuaciones practicadas a este
TribunaL
< ~uarto.-Recibidas l~s actuac.io,nes .se dictó providencia en 12 de
JunIO ~c.ordando dar VIsta al Mmls!eno Fiscal y a la Administración
IOtervmlente para 9l;'e en plazo comun ~e 4iez días ~anifestaranloQue
a su der~~ho conVImese. Evacu!ido el tramite concedIdo, se señaló para
la votaclOn y fallo de este conflI~to el día 14 de diciembre de 1990 a las
do~ce horas de su mañana; siendo designado ponente el excelentísimo
senor don Pedro Esteban Alamo.

TRIBUNAL DE CONFLICTOS
DE JURISDICCION

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-El Ju~~do de lo Social numero 2 de Castellón de la Plana
centra su construcclOn argumental en la absoluta preferencia de la deuda
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En Madrid a 14 de diciembre de 1990.
Visto por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción. integrado por los

seiíores que se indican, el planteado entre el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria número uno de Barcelona y el Departamento de Justicia
de la Generalidad de Cataluña, con arreglo a los siguientes

estos autos, hallándose celebrando audiencia publica el Tribunal de
Conflictos de Jurisdicción en el dia de su fecha, de lo que yo, el
Secretario. certifico.-Rubricado.

Concuerda literalmente con su original a que me remito y de que
certifico, Y para que conste en cumplímíento de lo acordado, expido la
presente para su remisión al «Boletín Oficial del Estado»), que firmo en
madrid a 7 de enero de 1991.

Vocales:

.Excelentísimos señores son Angel Rodríguez García, Magistrado del
TnbunaJ Supremo; don Pedro Esteban Alama, Magistrado del Tribunal
Supremo; don Jerónimo Arozamena Sierra, Consejero Permamente de
Estado; don Miguel Vizcaíno Márquez, Consejero Permanente de
Estado y don Landelino Lavilla Alsina, Consejero Permanente de
Estado.

Don Santiago üniz Navacerrada. Vicesecretario de Gobierno del
Tribunal Supremo,

Certifico: Que en el Conflicto de Jurisdicción 5/1988. que más
adelante se n~enciona. se ha dictado la siguiente sentencia:

President~: Excelentísimo señor don Pascual Sala Sánchez, Presi­
dente del Tnbunal Supremo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

de 7 al,' septiembre informó al Juzgado de las medidas tomadas y otros
extremos en relación con las propuestas formuladas en el auto referen­
ciado.

Cuarto.-El Ministerio Fiscal interpuso recurso de reforma contra el
auto del Juzgado de Vigilancia de fecha 28 de agosto; y desestimado éste
entabló recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Barcelona
la que. en auto de 23 de noviembre del mismo año, 1987. estimó el
recurso y revocó los autos de 28 de agosto y de 7 de septiembre, este
último en cuanto desestimatorio de la reforma, declarándose no haber
lugar al requirimiento de inhibición solicitado por el Departamento de
Justicia y manteniéndose la competencia del Juez de Vigilancia Peniten­
daria número 1 de Barcelona. El Letrado de la Generalidad de Cataluña
planteó la nulidad de actuaciones fundándola en que, aunque se personó
en tiempo y forma ante la Audiencia Provincial. su escrito en tal sentido
no llegó a conocimiento de la Sala por error en su reparto. La Sala
declaró la nulidad de actuaciones en 7 de enero de 1988 y celebrada
nueva vista con audiencia de la Generalidad. dictó nuevo auto'en 1 de
marzo de 1988, en los mismos terminos que el auto de 23 de noviembre.

Quinto.-Recibidos en este Tribunal los autos del Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria número 1 de Barcelona, en 4 de abril de 1988,
en providencia del siguiente día se acordó la formación del rollo para la
sustanciación del conflicto planteado con el número 5/1988: reclamán·
dose del Departamento de Justicia de la Generalidad las actuaciones
seguidas en relación con el conflicto: recibido el expediente se acordó en
proveido de 15 de abril dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal
ya la Administración a efectos de los dispuesto en el artículo 14 de la
Ley Orgánica 2/l987, de 18 de mayo. El trámite fue evacuado por la
Generalidad interesandQ la declaración a su favor de la jurisdicción
controvertida, previa la argumentación que para ello estimó conveniente
y por el Ministerio Fiscal que ante~ de formular alegación alguna solicitó
la traducción al castellano de las actuacíones escritas en el idioma
catalán. para dar cumplimiento al artículo 231.4 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial; así como la resolución que hubiese recaído en el
incidente de nulidad promovido por la Generalidad ante la Audiencia
de Barcelona. que no constaba en lo remitido a este Tribunal. Tras
diversas vicisitudes del procedimiento motivadas por extravío de parte
de las actuaciones interesadas y.recordatorios de los despachos librados.
se ha dictado providencia en.3 de septiembre del corriente año, teniendo
por' recibida la documentación solicitada por el Ministerio Fiscal,
dándose vista de la misma por diez días. a las partes en conflicto para
alegaciones; evacuadas estas. quedarán las actuaciones pendientes de
señalamiento en providencia de 4 de octubre próximo pasado; señala­
miento fijado en definitiva para el 14 de diciembre. a las doce horas de
su mañana. siendo designado Ponente el excelentísimo señor don Pedro
Esteban Alamo.

Primero.-La cuestión que se somete al estudio y decisión de este
Tribunál, consiste en dilucidar si el Juez de Vigilancia Penitenciaria
pU,ede ordenar a la Administración Penitenciaria el traslado de determi­
nados internos de un Centro a otro que se estime adecuado y prohibir
que en el futuro se destinen al Centro que se estima inadecuado a
internos de ese determinado grado. El Juez. motiva su decisión en la
necesidad y en la obligación de velar por la salud de los internos -en ese
caso la salud mental- con fundamento en las facultades que le otorga el
artículo 76. 2, g). de la Ley General Penitenciaria. Por el contrario. la
Generalidad de Cataluña considera que la decisión judicial invade sus
competencias establecidas en el artículo 79, en relación con la dirección.
organización o inspección de las instituciones reguladas en la Ley cuya
finalidad es, además de la retención y custodia de detenidos, presos y
penados, su reeducación y reinserción social. dentro de una labor de
asistencia y ayuda,

Segundo.-La cuestión no es, ciertamente. novedosa para este Tribu­
nal, que va en otras ocasiones ha acordado temas, no idénticos pero sí
de gran símilítud, aunque con matices diferenciadores en todos ellos que
conviene destacar. sin incurrir en sutilezas. Nos vamos a centrar.
concretamente, en las sentencias dictadas en 9 de julio y 5 de diciembre
de 1986. En la primera de ellas el conflicto se había planteado porque
el Juez de Vigilancia había acordado el cierre inmediato del departa­
mento celular del Centro penitenciario de Tarragona, hasta tanto se
certificase por la Inspección de Sanidad correspondiente de la Generali­
dad de Cataluña que aquél resultaba habitable para el fin a que venía
destinado, debiendo ordenarse el traslado de los internos afectados a
otras dependencias del propio Centro o a otro Centro adecuado,
debiendo comunicarse en este último caso el traslado a las autoridades
judiciales correspondientes con expresión de las razones del mismo. El
motivo de la decisión judicial era que la salud de los internos en el
departamento celular corría grave peligro. El Ministerio Fiscal informó
contra la decisión judicial por estimar que infringía el artículo 79 de la
Ley General Penitenciaria, en lanto que el Juez razonaba que la
formulación de propuestas a que se refiere el artículo 77 no era el único
cauce para dar curso a las facultades judiciales del artículo 76, 2. g). El
Tribuna! declaró que el Juez de Vigilancia tenía competencia para
acordar el cierre temporal del departamento celular, hasta que estuvie-

SENTENCIA de 14 de diciembre de 1990 reealda e/l el
Conflicto de Jurisdicción nlÍmero 5(1988. planteado cmre
el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 1 de Barce­
IOfla v el Departamento d(' Justicia de la Generalidad de
CalalUllQ.
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ANTECEDENTES DE HECHO'

Primero.-En fecha 22 de junio de 1987, el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria número uno de Barcelona procedió a la apertura de
diligencias informativas, a instancia del Ministerio Fiscal. para averi­
guar si el regimen de vida actual de los ingresados en el Departamento
de Régimen Cerrado, producía. o podía producir, perturbaciones psíqui­
cas en los internos. Con base en el informe emitido en las mismas por
la Psiquiatra del Centro: en las quejas de diversos internos. que
achacaban al régimen de internado el deterioro de su salud fisica y
mental; en las exploraciones de los mismos llevadas a cabo por el
Medico forense y en el escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. el
Juzgado dictó auto en 31 'de julio en cuya parte dispositiva se acordaba
«ordenar a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de
Rehabilitación Social que proceda al traslado de los internos clasificados
en primer grado a centro adecuado en el plazo de quince días, sin que
en el futuro puedan destinarse al Departamento Especial del Centro
Penitenciario de Hombres de Barcelona internos clasificados en primer
grado)). Asimismo, y en uso de la facultad que a los Juzgados de
Vigilancia Penitenciaria concede el artículo 77 de la Ley General
Penitenciaria. se formulaba ((propuesta a la aludida Dirección General
en el sentido de los cuatro puntos interesados por el Ministerio Fiscah).

Scgundo.-En escrito de la de agosto de 1987. el -Departamento de
Justicia de la Generalidad de Cataluña, entendiendo que la resolución
judicial invadía las competencias de la Administración. acordó requerir
de inhibición al Juez de Vigilancia Penitenciaria, fundamentando el
mismo, en los artículos 79 de la Ley General Penitenciaria y 80 de su
Reglamento. en cuanto fijan las competencias de la AdmlOistración
Penitenciaria; en el artículo 77 en cuanto especifica las facultades de los
Jueces de Vigilancia en relación con el articulo 76 ;y en la sentencia
dJctada en 5 de diciembre de 1986 por el órgano c.olegiado para deCIdir
los con 11 iClOS de jurisdicción. en el Conflicto número 16/1986, planteado
entre las mismas partes del presente. Pero además informaba al Juzgado
de que no e,\islia vulneración de los derechos de los internos, y que,
manlClllC'ndo la Admilllstración su exclusiva competencia en la materia.
rc:..ul1aba materialmente imposible el cumplimiento del auto por las
razones que exponía.

Terccro.-En vista de ello el Juzgado dictó un auto en fecha 28 de
agosto de 1987 en el que, teniendo en cuenta los razonamientos
CXPUl":..tos por el Departamento de Justicia. constatados en el ejercicio de
la jurisdiccion por el Juzgado. aceptaba el requirimientó de inhibición
que se le había planteado. dejaba sin efecto la órden de traslado tomada
en el auto de 3J de julio y mantenía la propuesta resolución, adoptada
en el mismo, Comunicado al Departamento de Justícia, la Dirección
General de St:rvicios Penitenciarios y Rehabilitación, en escrito de 1 y


